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II. RÉGIMEN DE COMERCIO Y DE INVERSIONES:  MARCO Y OBJETIVOS

1) Introducción

1. Con posterioridad al anterior Examen de la Política Comercial de la Argentina, se han introducido importantes cambios en el marco jurídico aplicable a las políticas en materia de comercio y de inversiones, consolidando e impulsando el programa de reformas.  Se ha contraído nuevos compromisos multilaterales y subregionales y se ha reorganizado la principal entidad que se ocupa de la formulación y aplicación de la política comercial.  Por otra parte, ha aumentado la participación de la Argentina en diferencias comerciales multilaterales como demandante, demandado o tercero.

2) Marco general

2. La nueva Constitución de agosto de 1994 introdujo importantes cambios en cuestiones relacionadas con el comercio.  Un nuevo capítulo, relativo a nuevos derechos y garantías, contiene disposiciones sobre cuestiones de carácter político, civil, legislativo o ambiental o relativas a la protección de los consumidores y a la competencia, disposiciones que, junto con otros cambios, deberían dar mayor estabilidad a las condiciones en que operan las empresas.

3. El Poder Ejecutivo corresponde al Presidente, que es elegido por sufragio universal de los adultos por un mandato de cuatro años.  En 1994 se creó la posibilidad de reelegir una sola vez al Presidente y se establecieron las elecciones en doble vuelta.
  El Presidente nombra a los ocho miembros del Gabinete de Ministros, al Secretario General de la Presidencia y al Jefe de Gabinete de Ministros, cargo creado en la nueva Constitución para moderar las facultades del Presidente.  No es necesario que los ministros sean miembros del Congreso ni miembros del partido político del Presidente.  Las próximas elecciones presidenciales tendrán lugar en 1999.

4. El Poder Legislativo incumbe a un congreso bicameral, que desde 1995 está compuesto por un Senado de 72 miembros y una  Cámara de Diputados de 257 miembros.
  Los diputados se eligen por sufragio universal con un mandato de cuatro años, y la mitad de la Cámara se renueva por sorteo en elecciones que se celebran en la mitad del mandato.  Las últimas elecciones nacionales para la totalidad de la Cámara de Diputados tuvieron lugar en mayo de 1995, y las próximas se celebrarán en 1999, junto con las elecciones presidenciales;  las últimas elecciones de mitad de mandato para el cargo de diputado tuvieron lugar en octubre de 1997.  Los senadores (tres por provincia a partir de 1995) son designados por las asambleas provinciales, con un mandato de seis años, y un tercio del Senado se renueva cada dos años.  A partir del año 2001, los senadores serán elegidos directamente por votación popular.

5. En vista de la urgente necesidad de un Poder Judicial eficaz e independiente, la Constitución de 1944 estableció al Ministerio Público como entidad independiente y dispuso que los jueces fuesen nombrados por un Consejo de la Magistratura y que la destitución de los jueces (excepto los de la Corte Suprema) estuviese a cargo de un Jurado de Enjuiciamiento.  El proyecto de ley por el que se establecía el Consejo de la Magistratura, presentado al Congreso en 1995, fue aprobado en diciembre de 1997;  sin embargo, en mayo de 1998 no se había establecido aún el Consejo.
  La aceleración de las reformas y la independencia del Poder Judicial, incluyendo el establecimiento del Consejo de la Magistratura, formaban parte de las deliberaciones celebradas con el FMI para la concesión de facilidades de crédito ampliadas a la Argentina.  Entre las reformas figuran el establecimiento de nuevos tribunales de primera instancia para que se ocupen exclusivamente de los asuntos financieros y fiscales incoados a iniciativa de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), recientemente creada (véase la sección 3 i) de este capítulo).  Parece probable que gran parte de su labor se refiera a asuntos de evasión fiscal, que se estima que es de 24.000 millones de dólares EE.UU. al año.

6. En la actualidad, el Poder Judicial se divide en la Corte Suprema de Justicia, formada por nueve miembros, los tribunales federales de apelación (en lo civil, en lo comercial, en lo penal, de paz, en lo laboral y en lo penal y económico) y los tribunales provinciales.
  Los magistrados de la Corte Suprema son designados por el Presidente, con la aprobación de al menos dos tercios del Senado, por un período indefinido;  con arreglo a la  nueva Constitución, el nombramiento de los demás jueces federales, que actualmente corresponde al Presidente con la aprobación del Senado, se basará en una propuesta vinculante del Consejo de la Magistratura, que elegirá a los candidatos por concurso público.

7. Cada una de las provincias de la Argentina tiene su propia Constitución, una asamblea legislativa (compuesta de un Senado y de una Cámara de Diputados), elegida directamente por un plazo de cuatro años, un Gobernador y unas autoridades municipales, así como un poder judicial independiente.
  La Constitución nacional autoriza a las provincias a promover la industria, la construcción de ferrocarriles y canales, la inmigración, la colonización de tierras y la importación de capitales, independientemente de la política federal, y, con arreglo a esa disposición, ciertas provincias tienen incentivos a la inversión (capítulos III y IV).  La Corte Suprema dirime las controversias entre las provincias.

8. Las autoridades provinciales y municipales están facultadas para percibir contribuciones por concepto de seguridad social e impuestos sobre la propiedad, los vehículos automóviles y el consumo;  los tipos impositivos y los métodos de imposición varían.  Excepto el derecho exclusivo del Gobierno Federal a imponer derechos de aduana sobre las importaciones y las exportaciones, la Constitución no enuncia explícitamente el derecho del Gobierno Federal a establecer impuestos en todo el país ni limita la variedad o la naturaleza de los impuestos que pueden establecer el Gobierno Federal y los diversos gobiernos provinciales.
  Para aclarar esta situación, los gobiernos provinciales han cedido al Gobierno Federal sus derechos a establecer ciertos impuestos, a cambio de recibir una parte convenida de los ingresos pertinentes (coparticipación en los ingresos fiscales).  Desde 1992, dos pactos fiscales, concertados en 1992 y 1993, regulan las finanzas públicas, incluyendo las transferencias de ingresos federales destinadas a promover el ajuste fiscal y otras reformas al nivel provincial (por ejemplo, en la salud, la educación, los sistemas de seguridad social, los recursos de la administración pública y la privatización de los bancos).
  En 1996 se inició un nuevo plan de regionalización para poner fin a la superposición de funciones entre los organismos públicos en el plano federal y en el plano provincial;  ese plan empezó con la transferencia de sucursales de bancos estatales (Banco de la Nación, Banco Hipotecario Nacional) a bancos provinciales de propiedad pública.

3)
Estructura de la formulación de la política comercial

i)
Poder Legislativo y Poder Ejecutivo

9. El Congreso está facultado para, entre otras cosas, legislar sobre el comercio exterior (incluyendo los derechos de importación y de exportación), los impuestos, los empréstitos nacionales, la deuda, el presupuesto y las cuestiones monetarias;  también ha de aprobar los decretos (incluyendo los decretos de necesidad y urgencia del Poder Ejecutivo)
 y los tratados.
  Los proyectos de ley pueden ser presentados en ambas Cámaras del Congreso por los miembros del Poder Ejecutivo, así como por iniciativa popular;  sin embargo, no se pueden presentar por iniciativa popular los proyectos de ley relativos a reforma constitucional, tratados internacionales, tributos, presupuesto o materia penal (artículo 39 de la Constitución).  Los proyectos de ley, después de ser debatidos y aprobados por ambas Cámaras, se envían al Poder Ejecutivo para su aprobación en un plazo de diez días y para su promulgación.  El Poder Ejecutivo puede devolver los proyectos de ley aprobados por el Congreso para su revisión;  una vez enmendados y aprobados de nuevo por mayoría de dos tercios en ambas Cámaras, las leyes correspondientes han de ser promulgadas por el Poder Ejecutivo.

10. El Poder Ejecutivo concierta y firma tratados internacionales, pero no puede promulgar disposiciones legislativas para su aplicación sin autorización previa del Congreso, excepto en situaciones de necesidad o urgencia o en circunstancias excepcionales;  así, en principio, el Poder Ejecutivo promulga solamente reglamentos de aplicación.
  No obstante, en los últimos años parece que se ha recurrido regularmente a los decretos de necesidad y urgencia para superar bloqueos del Congreso;  entre 1989 y 1994, se promulgaron más de 300 de tales decretos (relativos principalmente a reformas estatales).  Al definir un marco específico para tal procedimiento, la reforma constitucional de 1994 parece haber coartado las facultades del Presidente para legislar en este sector; con todo, se han introducido de esta manera ciertas reformas recientes (por ejemplo, la privatización de la empresa de correos (Encotesa) y de los aeropuertos, la desregulación del sistema de salud pública, las reformas laborales y el aumento de las tarifas telefónicas).  Esto ha llevado a una serie de impugnaciones ante los tribunales, entre ellos la Corte Suprema de Justicia, pero hasta la fecha no se ha declarado inconstitucional más que un decreto (relativo a los impuestos aplicados a las cintas de vídeo).

11. Desde el anterior Examen de la Política Comercial, la Argentina ha continuado teniendo un número relativamente pequeño de ministerios, en los que hay una serie de secretarías y subsecretarías, así como otros organismos. Se trata del Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos, del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, del Ministerio de Defensa, del Ministerio de Cultura y Educación, del Ministerio de Salud y Acción Social, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, del Ministerio del Interior y del Ministerio de Justicia.  Con arreglo a la reforma de la Constitución, en 1996 se dio rango ministerial independiente a cuatro secretarías (cultura;  desarrollo social;  deportes y turismo, y recursos naturales y medio ambiente).

12. El Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos (MEOSP) tiene vastas facultades, a causa de la amplia serie de cuestiones económicas de que se ocupan sus secretarías.  Las secretarías del MEOSP se encargan de decidir y aplicar prácticamente todas las políticas comerciales y relacionadas con el comercio, aunque las actividades de negociación comercial y de representación comercial en los planos multilateral y regional se comparten y se coordinan con el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto.
  Este último ministerio se encarga, entre otras cosas, de las negociaciones comerciales, la integración regional y la promoción de las exportaciones de la Argentina;  su Secretaría de Relaciones Económicas Internacionales se ocupa de las relaciones con la OMC.

13. Desde 1992 se ha modificado en varias ocasiones la estructura de las secretarías del MEOSP a fin de reflejar, en particular, las prioridades de política resultantes de las reformas (por ejemplo, la privatización, el sector público y la reestructuración).
  Los cambios introducidos en el MEOSP incluyen la creación, en mayo de 1994, de una Comisión Nacional de Comercio Exterior encargada de analizar e investigar los daños causados a la producción nacional en el contexto de las medidas de salvaguardia, las medidas antidumping y las medidas en materia de derechos compensatorios, así como de resolver al respecto (capítulo III), y el establecimiento, en 1997, de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), que comprende la Administración Nacional de Aduanas (ANA), que se fundió con la Dirección General Impositiva (DGI) en octubre de 1996.

14. El Banco Central de la República Argentina (BCRA) formula y aplica la política en el sector monetario y financiero.  Desde 1992, el Banco es independiente del Poder Ejecutivo.  El margen para la adopción de medidas de política monetaria está muy limitado por las disposiciones sobre el cuasi régimen de convertibilidad (capítulo I).

ii) Órganos asesores

15. En la actualidad no hay ningún órgano formal de asesoramiento del Gobierno;  la cooperación con el sector privado se mantiene principalmente mediante consultas informales.  Con anterioridad, el sector privado contribuía a la formulación y evaluación de la política comercial por conducto del Consejo Asesor de Comercio Exterior (CACE), creado en 1985.

3) Objetivos de la política comercial

i) Objetivos generales de la política comercial

16. Desde 1991, el principal objetivo de la política comercial de la Argentina ha sido elevar la competitividad de la economía.  El principal medio para conseguirlo ha consistido en reducir la discriminación contra las exportaciones resultante de anteriores políticas, mediante la disminución de los aranceles y la eliminación de las medidas no arancelarias aplicadas al comercio de mercancías.  Análogamente, la desregulación y la apertura de la economía han contribuido a dar más competitividad al sector de los servicios y han fomentado las inversiones extranjeras.  En las negociaciones multilaterales y regionales, la Argentina también ha tratado de lograr que mejore el acceso a los mercados extranjeros.  Aunque no ha habido ningún gran cambio de políticas, la consecución de esos objetivos se ha visto influida por las limitaciones fiscales, que han obligado a introducir frecuentes cambios en la política fiscal y comercial, particularmente entre 1993 y 1995 (capítulos I, III, IV).
  

17. Los acuerdos regionales, particularmente el Acuerdo del MERCOSUR, son un elemento prioritario de la política exterior y de la política comercial.  Estas políticas se consideran como un medio de diversificar los mercados de exportación y de reforzar la cooperación económica y la complementariedad.  No obstante, tienen también otros objetivos, tales como la consolidación y reforzamiento del sistema multilateral de comercio (véase más abajo), así como el crecimiento del comercio y de las relaciones bilaterales con otros países, en particular de Asia.

ii) Objetivos sectoriales de la política comercial

18. Se pretende que la política comercial sectorial, mediante la adopción de un enfoque horizontal, sea neutral y haga que aumente la eficiencia;  en general, no se ha invertido la política para orientarse a la sustitución de las importaciones o a los sectores que tienen porvenir.
  No obstante, además de la progresividad arancelaria basada en el MERCOSUR, las medidas relativas al comercio aplicadas en determinados sectores han mantenido la protección en la frontera y han fomentado el aprovisionamiento interno de ciertas ramas de actividad nacionales, así como las inversiones, la producción, la modernización o la protección del medio ambiente (incluyendo la conservación de los recursos naturales).  Los sectores del tabaco, el azúcar, la silvicultura, la pesca, los vehículos motorizados, los productos farmacéuticos, el papel, los textiles y las prendas de vestir y el calzado figuran entre aquellos que se benefician, en mayor o menor medida, de tales disposiciones, en tanto que las semillas oleaginosas sin elaborar y las pieles y cueros sin curtir están gravados con impuestos a la exportación (capítulo IV).  En cuanto a los servicios, se aplican medidas de promoción a los sectores de las películas y de la publicidad, así como de la construcción;  también se aplican algunas condiciones especiales a ciertas actividades en los servicios de seguros, telecomunicaciones y transporte (capítulo IV).

iii) La Ronda Uruguay y el programa de la OMC

19. La Argentina, parte contratante en el GATT desde 1967, participó activamente en la Ronda Uruguay, ratificó el Acuerdo de Marrakech el 15 de diciembre de 1994 y pasó a ser Miembro fundador de la Organización Mundial del Comercio (OMC) el 1º de enero de 1995 (véase también la sección 6)).

20. En la Ronda Uruguay, la mayoría de los aranceles se consolidaron a niveles máximos considerablemente más altos que los tipos aplicados (capítulo III).  La gama de las obligaciones impuestas en la OMC constituye un reto para la economía de la Argentina y para los órganos normativos en los planos federal y provincial:  la OMC ya ha exigido que se introduzca una serie de modificaciones legales y reglamentarias para cumplir los compromisos contraídos, y este proceso continuará durante todo el período de aplicación.  Análogamente, la plena aplicación de las disposiciones sobre los ADPIC y sobre las MIC requerirá una importante adaptación de los sectores de los productos farmacéuticos y de los vehículos automóviles a los nuevos regímenes.  Se cree que los cambios resultantes en el régimen comercial redundarán, en conjunto, en beneficio de las inversiones, de la innovación tecnológica y de la productividad.  En la Ronda Uruguay, la Argentina también obtuvo mejores condiciones de acceso de gran número de sus productos agropecuarios de exportación a importantes mercados mundiales, tales como los de la UE y los Estados Unidos (capítulos II y IV);  no obstante, las autoridades consideran que los obstáculos no arancelarios que subsisten en los mercados extranjeros, los elevados niveles de arancelización y la subvención de las exportaciones continúan afectando a la expansión y la competitividad de las exportaciones de productos agropecuarios de la Argentina.
 

21. En la primera Reunión Ministerial celebrada por la OMC en Singapur en diciembre de 1996, la Argentina subrayó la necesidad de reforzar los compromisos de la OMC a fin de ayudar a contrarrestar las presiones que se ejercían para la adopción de medidas restrictivas unilaterales y discriminatorias.  La Argentina creía que se podían reforzar más tales compromisos acelerando las negociaciones en curso sobre la adhesión.  Las autoridades consideraban que se habían hecho unos progresos modestos en la aplicación de los compromisos en materia de acceso a los mercados y de subvención de las exportaciones en el sector agropecuario, de vital importancia para la economía.  El objetivo de la Argentina era la plena integración de ese sector en las normas del sistema multilateral de comercio.  La Argentina estimaba asimismo que las iniciativas para la integración regional compatibles con la OMC contribuían a la liberalización del comercio y constituían una respuesta positiva a los nuevos retos económicos, y juzgaba indispensable estudiar los vínculos entre el comercio y el medio ambiente, las inversiones, la tecnología, las políticas en materia de competencia y las compras del sector público, así como debatir las normas del trabajo.

22. En la Segunda Conferencia Ministerial de la OMC, celebrada en Ginebra en mayo de 1998, la Argentina expresó su confianza en que en la próxima Conferencia se iniciase un proceso de negociación amplio y completo basado en el consenso y en el equilibrio de intereses en toda la gama de cuestiones objeto de negociación.
  A juicio de la Argentina, la modificación de las disposiciones vigentes sólo debía considerarse en el marco de las nuevas negociaciones.  Las negociaciones en el sector agropecuario debían incluir la reducción de las subvenciones a la exportación, así como la búsqueda de medios de poner fin al sostenimiento de los precios internos, racionalizar las subvenciones de "compartimento verde", alcanzar un equilibrio entre los aranceles agropecuarios y los aranceles industriales, eliminar las exenciones dobles que presuponen las salvaguardias especiales y simplificar la estructura de los contingentes arancelarios establecidos en la Ronda Uruguay.  La Argentina, al igual que otros miembros de la Oficina Internacional de los Textiles y las Prendas de Vestir (OITP), también expresó su inquietud por el hecho de que, aunque se hubieran suprimido unas cuantas restricciones cuantitativas, los nuevos obstáculos establecidos (por ejemplo, las repetidas medidas antidumping y las formalidades aduaneras y administrativas) hubiesen significado un aumento de las restricciones a la importación impuestas en este sector por los países desarrollados, y, como resultado de ello, no hubieran mejorado las posibilidades de acceso de los pequeños proveedores y de los países menos adelantados a los mercados (como estaba previsto en el Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido).  Se consideraba que la continuación de una labor amplia y a fondo sobre la complementariedad y la coherencia entre las medidas regionales y las medidas multilaterales era indispensable para asegurar el funcionamiento de la OMC.  Preocupaba también a la Argentina la coherencia de los compromisos contraídos en el marco de la OMC con las disposiciones macroeconómicas adoptadas en el contexto del Fondo Monetario Internacional y del Banco Mundial;  la Argentina subrayó que tales disciplinas debían apoyarse mutuamente.  La Argentina estimaba asimismo que el mecanismo de solución de diferencias de la OMC, que en líneas generales era satisfactorio, tenía que ser mejorado un tanto.

23. Desde principios del decenio de 1990, la Argentina ha participado en los trabajos del GATT y de la OMC sobre el comercio y el medio ambiente.
  Ha expresado su inquietud por la inexistencia de disposiciones multilaterales sobre la cuestión, ha subrayado la importancia de la función de la OMC para impedir que se tomen medidas ambientales con fines proteccionistas, ha puesto de relieve los vínculos entre la ulterior liberalización del comercio de productos agropecuarios y el medio ambiente y ha subrayado varios problemas concernientes a las normas relativas al embalaje.  La Argentina también ha participado activamente en las negociaciones sobre los servicios financieros, los servicios de transporte marítimo y los servicios de telecomunicaciones básicas (capítulo IV).  En cambio, no ha expresado interés en participar en el Acuerdo sobre Tecnología de la Información;  por el contrario, con arreglo al sistema de protección arancelaria del MERCOSUR, los derechos de importación aplicables a varias partidas incluidas en ese Acuerdo se aumentaron anticipadamente en 1995 (sección 6) ii) b) de este capítulo, y capítulo III).

24. En lo que se refiere al comercio electrónico, en abril de 1998 la Argentina indicó que las propuestas en ese sector (por ejemplo, sobre la creación de una zona libre de derechos para el comercio electrónico o la concertación de un pacto sobre la admisión en franquicia) no estaban incluidas ni en el artículo V del AGCS ni en el artículo XXIV del GATT de 1994;  como tal comercio (que, según se definía, no tenía por objeto ni mercancías ni servicios) no estaba incluido en los Acuerdos de la OMC, no había ninguna base jurídica evidente para la adopción de decisiones ni para la solución de diferencias en esa esfera.
  Aunque apoyaba el rápido crecimiento de Internet, la Argentina necesitaba tiempo para estudiar las repercusiones del comercio electrónico sobre las corrientes comerciales y la forma en que las disciplinas de la OMC podían adaptarse al tiempo que se mantenía la estabilidad y la confianza en el sistema.

25. Desde julio de 1997, la Argentina ha participado en la labor del Grupo de Trabajo sobre la Interacción entre Comercio y Política de Competencia, del Grupo de Trabajo sobre la Relación entre Comercio e Inversiones y del Grupo de Trabajo sobre la Transparencia de la Contratación Pública (capítulo III).

26. En la Reunión Ministerial del Grupo de Cairns celebrada en junio de 1997 en Río de Janeiro, las autoridades de la Argentina presentaron un estudio sobre las políticas comerciales de los países que se estaban adhiriendo a la OMC o que aspiraban a adherirse a ella;  asimismo expresaron su preocupación por lo que consideraban como insuficiencia de las concesiones comerciales ofrecidas por tales países (principalmente China y la Federación de Rusia).  En la Reunión Ministerial de Singapur de la OMC, el Grupo subrayó la necesidad de vigilar el cumplimiento de los compromisos contraídos en la Ronda Uruguay y convino en preparar un programa para la próxima ronda de negociaciones comerciales multilaterales.  En la 18ª Reunión Ministerial del Grupo de Cairns (Sydney, 1º a 3 de abril de 1998) se acordaron objetivos específicos en los sectores clave de las subvenciones a la exportación, del acceso a los mercados y de la ayuda interna al sector agropecuario ("Declaración sobre la visión" del Grupo de Cairns);  había que continuar la actuación en diversos foros para, entre otras cosas, coadyuvar a la consecución de tales objetivos, así como al cumplimiento de los compromisos existentes en el sector agropecuario.
  La próxima reunión del Grupo se celebrará en Mar del Plata (Argentina) en 1999.

4) Leyes y reglamentaciones comerciales

27. Las disposiciones de los acuerdos internacionales que se ratifican y se publican en el Boletín Oficial se aplican directamente, a menos que para su aplicación se requiera la aprobación de reglamentaciones nacionales.  Esas disposiciones sustituyen a la legislación nacional vigente y no pueden ser modificadas posteriormente por la legislación nacional.  Las decisiones, directivas y resoluciones del MERCOSUR tienen un estatuto similar, pero, en ciertas circunstancias, no es necesario que sean aprobadas por los órganos legislativos;  tales textos legales se publican en el Boletín Oficial del MERCOSUR.  Algunas de esas reglamentaciones del MERCOSUR se adoptan por ley, decreto o resolución y se aplican después de ser publicadas en el Boletín Oficial nacional.

28. Las disposiciones de los Acuerdos de la OMC actualmente incorporadas en la legislación nacional son constitucionalmente superiores a las de la legislación nacional y a las normas del MERCOSUR aplicables al comercio con terceros países.
  Por consiguiente, los Acuerdos de la OMC pueden invocarse directamente ante los tribunales, incluida la Corte Suprema;  así se estaba haciendo, en relación con las medidas de salvaguardia aplicables de las importaciones de calzado, en el momento de la preparación de este informe.

29. Desde el anterior Examen de la Política Comercial está pendiente la cuestión de una ley única de comercio exterior (proyecto de ley 23101).  Se han empezado a establecer algunos de los mecanismos del proyecto de ley, pero no se disponía de detalles al respecto cuando se concluyó este informe.
 

30. Las directrices de política comercial se basan cada vez más en disposiciones multilaterales o en las disposiciones del MERCOSUR (capítulo III), las cuales están en proceso de evolución.  En este contexto, desde 1992 se han promulgado varias leyes referentes a cuestiones comerciales, por ejemplo sobre la inspección previa a la expedición (1997), las patentes (1995/1996), la exclusividad de los datos, los dibujos y modelos industriales y la protección de los modelos de utilidad (1996).  En el momento en que se estaba terminando este informe, se estaban preparando disposiciones legislativas en el plano nacional o en el plano del MERCOSUR en sectores tales como el despacho de aduanas, las normas, la contratación pública, las medidas antidumping, las subvenciones y medidas compensatorias, las patentes y los derechos de autor y la política de competencia.

31. La Constitución garantiza la protección del medio ambiente y prohíbe la entrada de desechos peligrosos o de materiales radiactivos;  asimismo dispone la protección de los consumidores y el mantenimiento de una competencia sin distorsiones (capítulo III).

32. Aunque la Argentina cumple la mayoría de las prescripciones ordinarias de la OMC en materia de notificaciones, se mejoraría la transparencia en el plano internacional si se comunicase más rápidamente a la OMC la introducción o modificación de medidas comerciales (cuadros AII.1 y AII.2 y capítulo III).
  Entre los sectores en los que se han producido demoras en la notificación o en los que no se han hecho notificaciones figuran la introducción de derechos específicos sobre los textiles, las prendas de vestir y el calzado (sección 7 i) a) de este capítulo), los derechos de importación variables aplicables al azúcar (desde 1992), los contingentes aplicables a los productos de papel (vigentes durante 1993 y 1994), el sistema de subvenciones simétricas a la exportación (1992-93), los cambios del tipo de la tasa estadística y la legislación sobre zonas de libre comercio y zonas aduaneras especiales (desde 1994;  capítulo III).

5) Acuerdos comerciales

i) Acuerdos multilaterales

33. Conforme al Acuerdo por el que se establece la OMC, la Argentina asumió, como parte integrante del todo único, todas las obligaciones impuestas por los Acuerdos Comerciales Multilaterales.  También firmó el Acuerdo Internacional de la Carne de Bovino y el Acuerdo Internacional de los Productos Lácteos, de carácter plurilateral, a los que se puso término a fines de 1997.  Ha mantenido su condición de observador en el Comité de Contratación Pública, desde febrero de 1997, y en el Comité del Comercio de Aeronaves Civiles, desde noviembre de 1996.
  La condición de observador en el Comité de Contratación Pública tiene por finalidad ayudar a la Argentina a familiarizarse con las normas y actividades de ese órgano, así como a evaluar la posibilidad de adherirse a él;  la falta de un interés comercial directo explica que la Argentina no se haya adherido al Acuerdo sobre el Comercio de Aeronaves Civiles.

34. Desde 1971, la Argentina ha sido beneficiaria de varios esquemas del Sistema Generalizado de Preferencias (SGP), que en 1997 abarcó más del 28 por ciento del total de las exportaciones a los mercados de países donantes, siendo la UE y los Estados Unidos los países de destino más importantes por el valor.
  En 1997, la medida en que la Argentina aprovechó tales beneficios (definidos como la proporción que las exportaciones incluidas representan dentro del total de las exportaciones al mercado de que se trate) varió de alrededor de un 10 por ciento (Japón) a aproximadamente un 78 por ciento (nivel medio correspondiente a los mercados de los países de Europa Central y Oriental).  Pese a los cambios introducidos posteriormente en las enmiendas de 1995 al esquema de la UE relacionadas con la graduación (cuando la Argentina perdió su condición de beneficiaria del SGP para el 50 por ciento de sus productos de exportación, en particular las pieles sin curtir, el cuero, el alambre de aluminio, los tintes, los productos químicos y los nódulos de plomo), el grado de utilización en ese mercado aumentó en más de un tercio y llegó a alrededor del 33 por ciento.
  Aunque los beneficios obtenidos por la Argentina del esquema del SGP de los Estados Unidos se redujeron al aplicarse limitaciones impuestas por razones de competencia y al adoptarse medidas punitivas que afectaron a más del 50 por ciento de las exportaciones de la Argentina (productos agropecuarios, productos químicos, material farmacéutico y otros productos manufacturados), según se afirmó por no haberse tratado suficientemente de reforzar la protección de los derechos de propiedad intelectual en el caso de los productos farmacéuticos (recuadro III.1), el grado de utilización del esquema no se vio afectado en 1997 y permaneció en alrededor de un 15 por ciento.

35. La Argentina participa en la segunda ronda de negociaciones en el marco del Acuerdo por el que se estableció el Sistema Global de Preferencias Comerciales (SGPC), negociaciones en que los países miembros del MERCOSUR negocian como una entidad comercial única.

ii) Acuerdos regionales

a) ALADI

36. La Argentina es miembro de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI).
  El objetivo a largo plazo del Tratado de Montevideo, que constituye la base jurídica e institucional para la conclusión de acuerdos económicos y comerciales entre los signatarios, es el establecimiento gradual y progresivo de un Mercado Común Latinoamericano.  Los instrumentos utilizados para alcanzar los objetivos de la ALADI comprenden dos principales categorías de acuerdos:  acuerdos de alcance regional, en los que participan todos los países miembros según su nivel de desarrollo, y acuerdos de alcance parcial, que vinculan solamente a sus signatarios.

37. El establecimiento, funcionamiento y expansión del MERCOSUR, dimanante de la ALADI, ha obligado a adaptar anteriores acuerdos comerciales de la ALADI y ha repercutido en su marco institucional;  actualmente parece que la Secretaría General de la ALADI actúa como depositaria de tratados, desempeña funciones de administración y asesoramiento y se ocupa de mantener una base de datos para las negociaciones comerciales.  Con arreglo a las Pautas de Sao Paulo, todas las preferencias comerciales convenidas en los acuerdos bilaterales vigentes de la ALADI en los que son partes miembros del MERCOSUR y otros miembros de la ALADI han de renegociarse basándose en el Arancel Externo Común del MERCOSUR (sección b) infra y capítulos III y IV) y han de depositarse en poder de la ALADI como acuerdos de alcance parcial.  Desde 1995, un grupo especial MERCOSUR-ALADI ha procedido a tales negociaciones;  en tanto que las celebradas con Bolivia y con Chile se han concluido (sección b) infra), las negociaciones con otros países de la Comunidad Andina y con México han continuado en 1998.

38. La Argentina es actualmente signatario de varios acuerdos de alcance parcial, entre los que figuran los siguientes:

- Acuerdos bilaterales sobre complementariedad económica con países no miembros del MERCOSUR (Colombia, el Ecuador, el Perú y Venezuela), vigentes hasta el 30 de septiembre de 1998, y con México, vigente hasta el 30 de junio de 1998, que tratan de preferencias arancelarias y/o de otras cuestiones económicas (por ejemplo, la integración física y el establecimiento de empresas conjuntas).

- Acuerdos bilaterales sobre complementariedad económica con el Brasil y el Uruguay, que abarcan productos en relación con los cuales todavía no se han reducido a cero los derechos aplicados al comercio entre los países miembros del MERCOSUR.

- Acuerdos bilaterales sobre el comercio de hidrocarburos con Bolivia, Chile y el Uruguay.

- Otros acuerdos en los que son parte varios países miembros de la ALADI, tales como el Acuerdo de Transporte Fluvial por la Hidrovía Paraguay-Paraná, el Acuerdo sobre reglamentación básica unificada de tránsito, el Acuerdo de Cooperación e Intercambio de bienes utilizados en la defensa y protección del medio ambiente y el Acuerdo para la Liberalización y Expansión del Comercio Intrarregional de Semillas (del que son parte también otros países no miembros de la ALADI).

Los acuerdos comerciales sectoriales concertados con varios otros miembros de la ALADI expiraron a fines de septiembre de 1997.

39. En 1996 y 1997 se presentaron a la OMC dos informes sobre las actividades de la ALADI, informes que abarcan los acontecimientos ocurridos hasta 1996;  se habían presentado informes similares al GATT.

a) MERCOSUR

40. La Argentina es miembro del MERCOSUR, establecido en marzo de 1991 por el Tratado de Asunción y cuyos objetivos son, entre otros, la creación de un mercado común y la libre circulación de bienes, servicios, capital y mano de obra entre los países miembros a partir del 1º de enero de 1995.  El MERCOSUR, que inicialmente era sólo un acuerdo en el marco de la ALADI, tiene actualmente el carácter de institución independiente, lo que en particular hace posible que el grupo como tal asuma compromisos internacionales, y pueden adherirse a él otros países miembros de la ALADI.

41. La estructura institucional del MERCOSUR, establecida con arreglo al Protocolo de Ouro Preto de 1994 (en vigor desde diciembre de 1995), comprende, por orden jerárquico, los órganos siguientes:  el Consejo del Mercado Común que se reúne al menos cada seis meses;  el Grupo Mercado Común, órgano ejecutivo;  la Comisión de Comercio del MERCOSUR, que vigila la aplicación de los instrumentos de la política comercial común, estudia las cuestiones relativas a la política comercial común, el comercio interior del MERCOSUR y el comercio con terceros países y se reúne al menos una vez al mes;  la Comisión Parlamentaria Conjunta, órgano asesor;  el Foro Consultivo Económico-Social, órgano asesor, y la Secretaría Administrativa del MERCOSUR.  En la reunión del Consejo del Mercado Común celebrada en Fortaleza en diciembre de 1996 se anunciaron planes para establecer un banco de desarrollo del MERCOSUR que financiaría los proyectos de infraestructura en la región.

Liberalización del comercio intrarregional

42. Con arreglo al Programa de Liberalización del Comercio, entre junio de 1991 y el 31 de diciembre de 1994 se eliminaron los obstáculos al comercio entre los miembros del MERCOSUR, obstáculos que afectaban a cerca del 95 por ciento del comercio intrarregional.  En agosto de 1994 se convino en un régimen de adecuación que habrá de llevar a la supresión gradual de los derechos arancelarios que aún se aplican en el comercio intrarregional.  Se están introduciendo gradualmente algunos productos sensibles, que figuran en listas individuales de excepción/adecuación, entre el 1º de enero de 1995 y el 31 de diciembre de 1998 en el caso de la Argentina y el Brasil, y entre el 1º de enero de 1996 y el 31 de diciembre de 1999 en el caso del Paraguay el Uruguay.  La lista de excepción/adecuación de la Argentina contiene 209 partidas de 8 dígitos del SA a las que ha de aplicarse el régimen de franquicia arancelaria a partir del 1º de enero de 1999 (capítulos III y IV).  El Paraguay y el Uruguay se benefician de las normas de origen  preferenciales dentro del MERCOSUR (capítulo III).

43. El régimen de adecuación se prorrogó por dispensa a fin de dar unos plazos más largos para la adecuación progresiva de los sectores del azúcar y de los vehículos automóviles a las normas del MERCOSUR.  Cuando se finalizó este informe en junio de 1998, se encontraban en una fase avanzada las negociaciones para el establecimiento de un régimen común para los vehículos automóviles en el año 2000.  Todavía se está examinando la cuestión del régimen aplicable al azúcar (capítulo IV).

44. En diciembre de 1997 se firmó un acuerdo marco para liberar el comercio de servicios dentro del MERCOSUR en el curso de un plazo de diez años (capítulo IV).

Arancel Externo Común

45. El Arancel Externo Común (AEC) del MERCOSUR está en vigor desde enero de 1995 y abarca el 85 por ciento de las mercancías que son objeto de comercio dentro del grupo;  el AEC afectó al 65 por ciento de las importaciones efectuadas por la Argentina de fuera de la región o al 70 por ciento de las líneas arancelarias (cuadro III.1).  Como se analiza en el capítulo III, el AEC ha de aplicarse plenamente (a todos los miembros y a todas las partidas) para el año 2006;  en principio, la Argentina ha de aplicar plenamente el AEC (incluyendo el azúcar y los productos del sector del automóvil) para el año 2001, excepto ciertos productos de informática y de telecomunicaciones, en relación con los cuales el AEC entrará en vigor en el año 2006 (cuadro III.1).  La aplicación progresiva del AEC consiste en una convergencia gradual (aumento o reducción) de los tipos en función del país, de las partidas contenidas en la lista común (a saber, partidas relativas a bienes de capital, a la informática o a las telecomunicaciones) y de las listas nacionales de excepciones.  Las reducciones de los aranceles aplicables a los productos incluidos en las listas nacionales de excepciones sólo pueden acelerarse, pero no retrasarse.  Los tipos del AEC del MERCOSUR no pueden modificarse más que con el consentimiento de todos los miembros del MERCOSUR.

46. En diciembre de 1997 se convino en aumentar temporalmente el AEC en tres puntos porcentuales en la mayoría de las partidas arancelarias (los productos exactos comprendidos diferían según los miembros del MERCOSUR de que se tratase) para hacer frente al desequilibrio exterior del Brasil y permitir que la Argentina redujera su tasa estadística (sección 7 i) a) de este capítulo, y capítulo III).  Aunque hasta junio de 1998 no se había notificado este cambio a la OMC, las autoridades indicaron a la Secretaría que se estaba coordinando la notificación con otros miembros del MERCOSUR.
  En el contexto del Comité de Acuerdos Comerciales Regionales, ciertos Miembros de la OMC han solicitado información más detallada sobre ese aumento.
  El Paraguay y el Uruguay han de eximir del aumento a ciertos sectores (por ejemplo, los bienes de capital, los productos de telecomunicaciones y los insumos).

Políticas sectoriales

47. Se está procediendo a negociaciones para armonizar las restricciones que aún se aplican al comercio interior de productos agropecuarios;  en marzo de 1998 se amplió el alcance de los trabajos para incluir la coordinación de las posiciones nacionales en los foros internacionales y el análisis y debate de las diferentes políticas agropecuarias  y agroindustriales, con miras a asegurar el desarrollo racional de la producción regional y el aumento de la productividad.  El sector privado puede negociar acuerdos sobre participación en la producción, acuerdos que tienen por finalidad, entre otras cosas, fomentar la racionalización de las inversiones y elevar la competitividad de las empresas;  para ello se requiere la aprobación del Grupo Mercado Común del MERCOSUR.  Hay acuerdos bilaterales entre la Argentina y el Brasil, entre la Argentina y el Uruguay y entre el Brasil y el Uruguay que regulan el comercio en el sector de los vehículos automóviles
 (capítulos III y IV), y entre la Argentina y el Brasil se aplicó un acuerdo sobre la participación en la producción de acero en el período 1992-94.  Recientemente se han empezado a debatir los medios de fomentar el comercio subregional de cuero y de calzado (capítulo IV).

Políticas macroeconómicas y de otra índole

48. Los ministros de los países miembros del MERCOSUR se reúnen periódicamente para coordinar sus posiciones en sectores tales como los de las inversiones extranjeras y el comercio, así como para adoptar posiciones comunes en los foros internacionales.  Asimismo se está estrechando la coordinación en otros sectores, ya que el MERCOSUR tiene un programa diversificado que incluye cuestiones relacionadas con el medio ambiente, la justicia, la educación y el trabajo.  En el contexto de importantes decisiones macroeconómicas a largo plazo tomadas dentro del grupo, se planteó de manera informal la adopción de una moneda común para el MERCOSUR.
  Varios analistas consideran que, antes de tomar ninguna medida orientada a la adopción de una moneda única, hay que introducir reformas estructurales y dar cima a la unión aduanera.  Además, se está tratando de armonizar el régimen financiero (convergencia de las distintas reglamentaciones hacia las recomendaciones de Basilea), el régimen en materia de inversiones (sección 8) de este capítulo) y el régimen fiscal (próximas negociaciones), que constituyen otros importantes obstáculos para el avance hacia la moneda única.

Proceso de expansión regional

49. Los miembros del MERCOSUR han renegociado los acuerdos preferenciales existentes en el marco de la ALADI con miras a establecer zonas de libre comercio dentro del mismo marco.  El proceso de ampliación de los acuerdos subregionales se considera como una de las etapas para el establecimiento de una zona de libre comercio en Sudamérica.  En la mayoría de las negociaciones con los diferentes países y con los distintos bloques comerciales subregionales, la principal preocupación del MERCOSUR ha sido la apertura de los mercados.  Se ha utilizado el método denominado "cuatro más uno" (consistente en que los miembros del MERCOSUR negocian como grupo con diferentes países) y, en este contexto, se han concertado distintos acuerdos sobre zonas de libre comercio con Bolivia y con Chile (acuerdos que formalmente son acuerdos de alcance parcial de la ALADI), pero las negociaciones con la comunidad Andina (sin Bolivia) se están realizando como negociaciones entre grupos.

50. Con arreglo al acuerdo de libre comercio concertado con Chile, que entró en vigor el 1º de octubre de 1996, entre Chile y el MERCOSUR se aplica un régimen de franquicia arancelaria que se espera que dentro de ocho años abarque alrededor del 90 por ciento de las mercancías objeto de comercio;  en cuanto al 10 por ciento restante de los productos (productos sensibles y muy sensibles), el plazo para la supresión de los aranceles se ha fijado en 10, 15 y 16 años, excepto en el caso del trigo, en el que se requerirán 18 años.  En mayo de 1998 se estaba negociando la reducción anticipada de los derechos de importación chilenos aplicables a más de 165 productos de exportación del MERCOSUR;  esas conversaciones, que se iniciaron a principios de 1997, tienen por finalidad contrarrestar las repercusiones que las preferencias concedidas con arreglo al acuerdo de libre comercio entre el Canadá y Chile pueden tener sobre las exportaciones del MERCOSUR.
  La Preferencia Arancelaria Regional de la ALADI (PAR) aplicada entre la Argentina, el Brasil y Chile se fijó en un 30 por ciento, excepto en el caso de unos pocos productos, en los que se mantiene en 12 por ciento;  Chile concede reducciones arancelarias del 50 por ciento y del 40 por ciento al Paraguay y al Uruguay.  También están incluidos en ese acuerdo sectores tales como los de las normas de origen, la propiedad intelectual, los transportes, las comunicaciones, los servicios, las inversiones y la solución de diferencias (capítulo III).  La Argentina ve en ese acuerdo una oportunidad de aumentar y diversificar progresivamente sus exportaciones, principalmente de cereales, semillas oleaginosas, carne de vacuno, productos lácteos y aceites vegetales, a Chile.

51. El acuerdo con Bolivia se concertó en diciembre de 1996 y entró en vigor el 2 de marzo de 1997.  Ese acuerdo llevará al establecimiento de una zona de libre comercio en un plazo de 10 años.  El interés de la Argentina en ese acuerdo ha sido la reducción de los derechos bolivianos aplicables a las importaciones de trigo, harina, duraznos (melocotones) enlatados, queso, chocolate, galletas, artículos de plástico, y acero;  no obstante, esos productos están exentos de reducciones arancelarias hasta el año 2005.

52. Desde 1996, también se han iniciado negociaciones comerciales con México (actualmente suspendidas) y con la Comunidad Andina (excepto Bolivia).  Un Acuerdo Marco con la Comunidad Andina, firmado el 16 de abril de 1998, llevará a la concertación de un acuerdo para la concesión ("multilateralización") de las preferencias existentes a los signatarios, posiblemente ampliando también la cobertura a nuevos productos para octubre de 1998, así como de un segundo acuerdo para el establecimiento de una zona de libre comercio a partir del 1º de enero del año 2000.  También se ha firmado, en abril de 1998, un Acuerdo Marco con el Mercado Común Centroamericano (MCCA) para avanzar hacia el libre comercio y la cooperación.  Se están celebrando deliberaciones preparatorias con la UE para iniciar negociaciones sobre un acuerdo de asociación.  Según se informa, tal vez se emprendan conversaciones sobre futuras negociaciones con otros países y grupos regionales, entre ellos el Canadá, el Mercado Común del Caribe (CARICOM) y Panamá.

53. Los miembros del MERCOSUR han adoptado una posición común sobre el programa de acción y el proceso de negociación para un Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA).  Según el Plan de Acción acordado en la Segunda Cumbre de las Américas en Santiago de Chile en abril de 1998, las negociaciones empezadas en 1998 habrán de evaluarse en el año 2000 y habrán de concluirse en el año 2005.  Nueve grupos de negociación se ocuparán de cuestiones tales como el acceso a los mercados, las medidas antidumping, las subvenciones y medidas compensatorias, la contratación pública, los derechos de propiedad intelectual, la política de competencia, el sector agropecuario, los servicios, las inversiones y la solución de diferencias.  Las negociaciones tendrán que llevar a un amplio compromiso único que habrá de ser compatible con la OMC y habrá de coexistir con los acuerdos bilaterales y subregionales ya vigentes.  Además, en la Segunda Cumbre de las Américas se formularon una serie de propuestas encaminadas a profundizar el proceso de integración económica, a crear oportunidades para la plena participación de todos los países y a impulsar la modernización de los mercados financieros, los programas de ciencia y tecnología, la cooperación en materia de energía y la infraestructura (los transportes y las telecomunicaciones) en el hemisferio.  En la Cuarta Reunión de Ministros de Comercio del ALCA, celebrada en marzo de 1998 en Costa Rica, se estableció una Secretaría Administrativa para las negociaciones del ALCA a fin de que prestase asistencia técnica.

54. Los países miembros del MERCOSUR tienen un acuerdo con los Estados Unidos para la promoción del comercio y de la inversión (Acuerdo relativo a un Consejo sobre Comercio e Inversión, concertado en junio de 1991).  Un Acuerdo Marco de Cooperación Interregional con la Unión Europea está en vigor desde diciembre de 1995;  ese acuerdo está destinado a preparar el camino para las negociaciones sobre un acuerdo de asociación, como se ha indicado más arriba, así como a ampliar la actual cooperación económica y comercial a otras esferas, tales como las de la ciencia y la tecnología, la protección del medio ambiente, las comunicaciones, la promoción de las inversiones y la lucha contra el comercio de drogas ilegales.  También vienen celebrándose, desde 1996, deliberaciones encaminadas a reforzar las relaciones económicas con la Federación de Rusia, la India, el Japón y el Acuerdo Comercial de acercamiento económico entre Australia y Nueva Zelandia (ANZCERTA).
 

Evaluación y problemas

55. Se ha expresado alguna inquietud por los efectos de desviación del comercio que puede surtir el plan de integración del MERCOSUR, particularmente el refuerzo del comercio intrarregional en sectores ineficientes.
  No obstante, si bien el comercio interior del MERCOSUR aumentó más rápidamente que el comercio con terceros países o con otras regiones, el comercio con terceros países también creció fuertemente entre 1990 y 1996.
  Los cambios de la estructura del comercio de ciertas categorías de productos (por ejemplo, los relativos al sector agropecuario y a la agroindustria), que se han orientado a los países del MERCOSUR, pueden también reflejar la evolución de las ventajas comparativas y el aumento de la competencia dentro de la región, pero también pueden haber contribuido a ellos la progresividad arancelaria y el hecho de que los obstáculos no arancelarios hayan tenido una incidencia superior a la media sobre los insumos procedentes del resto del mundo.  Como se estudia en otra parte de este informe, la dependencia de las exportaciones de la Argentina con respecto a los mercados del MERCOSUR (principalmente el Brasil) ha aumentado en el caso de prácticamente todos los productos, y en el caso de ciertos sectores el MERCOSUR se ha convertido en el principal lugar de destino;  aunque las repercusiones sobre las importaciones no fueron tan pronunciadas como las repercusiones sobre las exportaciones, ha aumentado notablemente la parte representada por las importaciones procedentes del MERCOSUR de ciertos productos que gozan de mayor protección en las fronteras contra las importaciones procedentes de fuentes NMF (por ejemplo, el calzado y las máquinas de oficina).

56. Los vínculos más estrechos establecidos en el marco del MERCOSUR hacen que la Argentina sea sensible a la evolución de las políticas y a las condiciones económicas del Brasil.
  Entre las cuestiones delicadas existentes figuran el comercio de azúcar, las demoras en el acceso para las exportaciones de productos farmacéuticos, los incentivos estatales y federales para la inversión en el sector de los vehículos automóviles (incentivos que se cree que se suprimirán a fines de 1998)
, las limitaciones impuestas a las operaciones bancarias, las restricciones de la financiación a corto plazo de las importaciones y los planes para el establecimiento de nuevas prescripciones en materia de autorización previa para la importación.  En este contexto, resulta evidente la necesidad de mejorar la coordinación de las políticas macroeconómicas y la armonización de los entornos reglamentarios dentro del MERCOSUR.

Examen en la OMC

57. Desde febrero de 1996, el nuevo Comité de Acuerdos Comerciales Regionales de la OMC viene examinando el MERCOSUR a la vista de las disposiciones pertinentes del GATT de 1994, entre ellas el artículo XXIV (sobre las uniones aduaneras y las zonas de libre comercio).  Hasta entonces, el Grupo de Trabajo del MERCOSUR, del GATT, establecido en mayo de 1993, había estado estudiando el funcionamiento del Tratado de Asunción, notificado por primera vez con arreglo a la cláusula de habilitación en julio de 1992. Los países miembros del MERCOSUR han proporcionado al GATT y a la OMC información detallada sobre las siguientes cuestiones:  la eliminación de las restricciones arancelarias y no arancelarias;  el establecimiento del AEC y la adopción de una política comercial común en relación con los terceros Estados o grupos de Estados;  la coordinación de las políticas macroeconómicas;  las normas de origen;  las medidas que afectan a las importaciones procedentes de terceros países;  la aplicación del trato nacional;  las cuestiones relativas a los compromisos contraídos en el marco de la ALADI;  la adhesión;  la solución de diferencias;  los servicios;  los datos sobre el comercio y los estudios sobre la creación/desviación de comercio, y la estructura institucional.  Los acuerdos concertados por el MERCOSUR con Bolivia y con Chile fueron comunicados a la OMC en abril de 1997 y fueron estudiados en la reunión de mayo de 1997 del Comité.

iii) Acuerdos bilaterales y de otra índole

58. Desde 1982, la Argentina tiene concertados acuerdos bilaterales con los siguientes países de la región que no son miembros de la ALADI:  Costa Rica, Cuba (prorrogado hasta el 31 de diciembre de 1998) y El Salvador;  cualesquiera concesiones otorgadas en virtud de esos acuerdos se harán extensivas a los países de menor desarrollo económico relativo miembros de la ALADI, como lo dispone el Tratado de Montevideo.
  Más recientemente, se han firmado acuerdos bilaterales sobre comercio y cooperación (con Arabia Saudita, Armenia y la Federación de Rusia) o se están negociando tales acuerdos (Croacia).  La Argentina también ha suscrito un Acuerdo sobre pesca con la UE (capítulo IV) y ha firmado acuerdos sobre la exportación de carne con varios países.

6) Diferencias comerciales y consultas

i) Solución de diferencias en el marco del GATT/OMC

a) Reclamaciones contra la Argentina

Argentina – Medidas que afectan a las importaciones de calzado, textiles, prendas de vestir y otros artículos
59. Tras las consultas infructuosas iniciadas en octubre de 1994, en febrero de 1997 se estableció, a petición de los Estados Unidos, un Grupo Especial para que examinase determinadas medidas aplicadas por la Argentina que afectaban a las importaciones de calzados, textiles, prendas de vestir y otros artículos.
  Esas medidas comprendían unos derechos específicos mínimos superiores al tipo consolidado del 35 por ciento ad valorem aplicables a diversos artículos de calzado, textiles y prendas de vestir;  una tasa estadística del 3 por ciento ad valorem sobre las importaciones de todas las procedencias con excepción de los países del MERCOSUR, y medidas que imponían, entre otras cosas, prescripciones en materia de etiquetado relativas a la declaración jurada de los componentes del producto.  La UE, Hungría y la India se reservaron su derecho a participar como terceros en las actuaciones y expusieron argumentos al Grupo Especial.

60. El Grupo Especial llegó a las conclusiones siguientes:

- los derechos específicos mínimos impuestos por la Argentina a los textiles y el vestido eran incompatibles con las prescripciones del artículo II del GATT, y

- la tasa de estadística del 3 por ciento ad valorem impuesta por la Argentina sobre las importaciones era incompatible con las prescripciones del artículo VIII del GATT.

61. El 21 de enero de 1998, la Argentina notificó su intención de apelar contra ciertas cuestiones de derecho y ciertas interpretaciones jurídicas a que había llegado el Grupo Especial.

62. En enero de 1998, la Argentina redujo el tipo de la tasa estadística al 0,5 por ciento ad valorem y elevó en tres puntos porcentuales el tipo arancelario aplicable a las importaciones sometidas a esa tasa (capítulo III);  asimismo apeló contra ciertas cuestiones de derecho tratadas en el informe del Grupo Especial y contra ciertas interpretaciones jurídicas dadas en ese informe.  En marzo de 1998, el Órgano de Apelación prácticamente confirmó las constataciones del Grupo Especial y, más específicamente, el informe de éste, adoptado el 22 de abril de 1998
:

- llegó a la conclusión de que la aplicación de una clase de derechos diferente de la establecida en la Lista de un Miembro era incompatible con lo dispuesto en la primera frase del apartado b) del párrafo 1 del artículo II del GATT de 1994 en la medida en que daba como resultado la percepción de derechos de aduana propiamente dichos que excedían de los fijados en la Lista de ese Miembro;  en esa diferencia, la Argentina había actuado de modo incompatible con las obligaciones que le imponía la primera frase del apartado b) del párrafo 1 del artículo II del GATT de 1994 porque el régimen de los derechos específicos mínimos, por su estructura y su diseño, daba como resultado, respecto de una determinada gama de precios de importación en cualquier categoría arancelaria pertinente a la que se aplicase, la percepción de derechos de aduana que excedían del tipo consolidado del 35 por ciento ad valorem de la Lista de la Argentina;

- llegó a la conclusión de que el Grupo Especial no había incurrido en error al constatar que la Argentina había actuado de modo incompatible con las obligaciones que le imponía el artículo II del GATT de 1994 "en todos los casos" en los que la Argentina aplicaba los derechos específicos mínimos;

- confirmó las constataciones del Grupo Especial sobre la incompatibilidad de la tasa estadística (párrafos 6.79 y 6.80 del informe del Grupo Especial), y

- llegó a la conclusión de que el Grupo Especial no había infringido el artículo 11 del ESD:  i) al haber admitido determinadas pruebas presentadas por los Estados Unidos dos días antes de la segunda reunión sustantiva del Grupo Especial con las partes y al haber concedido a la Argentina dos semanas para responder, y ii) al no haber solicitado información ni haber consultado al FMI a fin de obtener su opinión sobre determinados aspectos de la cuestión relativa a la tasa de estadística impuesta por la Argentina.

63. En julio de 1998, las autoridades formularon una propuesta a fin de poner en práctica las conclusiones del Órgano de Apelación:  habían de establecerse procedimientos aduaneros para que el equivalente ad valorem de los derechos específicos mínimos no excediese del tipo consolidado de 35 por ciento, y a partir de enero de 1999 habían de fijarse unos límites máximos, por gamas de valor de las importaciones, para que la tasa de estadística no excediese de 500 dólares EE.UU. por expedición.

Argentina – Medidas que afectan a los textiles y las prendas de vestir

64. En octubre de 1997 se estableció un Grupo Especial para que examinase una reclamación de la UE relativa a la aplicación y no notificación de unos derechos específicos sobre las importaciones de textiles y prendas de vestir que excedían de los niveles arancelarios consolidados.
  Los Estados Unidos se reservaron sus derechos como tercero.

Argentina – Medidas de salvaguardia impuestas a las importaciones de calzado

65. Después de celebrarse consultas infructuosamente con los Estados Unidos, Indonesia y la UE, en julio de 1998 se estableció un Grupo Especial para que examinase las medidas de salvaguardia aplicadas a las importaciones de calzado que estaban vigentes desde febrero de 1997 (capítulos III y IV).

Otras reclamaciones

66. En noviembre de 1992, la UE pidió a la Argentina que celebrase consultas en el marco del artículo XXIII del GATT sobre la aplicación de derechos compensatorios a las importaciones de ciertos productos lácteos.
  En diciembre de 1992, con arreglo a los mismos procedimientos, la UE pidió que se procediese a consultas sobre los derechos compensatorios aplicados a las importaciones de duraznos (melocotones) en almíbar enlatados procedentes de Grecia.
  En abril de 1994, la República Checa pidió a la Argentina que, conforme al párrafo 1 del artículo XXII, celebrase consultas sobre la imposición de derechos antidumping provisionales a las importaciones de motores eléctricos trifásicos procedentes de la República Checa.
  Todas las reclamaciones se referían a la falta de pruebas sustantivas de que las importaciones de los productos en cuestión hubieran causado o amenazasen causar un daño importante a una rama de producción nacional, como lo requería el artículo VI del Acuerdo General del GATT;  en consecuencia, se iniciaron investigaciones en la Argentina y/o se adoptaron medidas (capítulo III).

a) Reclamaciones de la Argentina

UE – Concesiones sobre semillas oleaginosas

67. En septiembre de 1992, la Argentina pidió que, conforme a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo XXIII, se estableciera urgentemente un grupo especial para que examinase sus derechos de abastecedor principal de habas de soja y tortas de soja al mercado de la UE.  En la reunión del Consejo celebrada en noviembre de 1992, la UE reconoció los derechos de la Argentina como abastecedor principal a la vista del párrafo 4 del Procedimiento de 1980 para las negociaciones en virtud del artículo XXVIII.

Noruega – Subvención concedida en el marco de una oferta presentada para la realización de un proyecto hidroeléctrico en Costa Rica

68. En septiembre de 1992, la Argentina informó al Consejo del GATT de su intención de pedir que se celebrasen consultas con Noruega con arreglo al párrafo 1 del artículo XXII en relación con un proyecto hidroeléctrico en Costa Rica que entrañaba trabajos sobre materiales energéticos, así como el suministro de equipo conexo.
  La oferta había incluido una donación (financiación por créditos mixtos) que implicaba una subvención implícita que la Argentina consideraba incompatible con el artículo XVI.  Aunque se estaban realizando consultas con Noruega, la Argentina se reservó su derecho a recurrir al párrafo 2 del artículo XXIII si ello fuera necesario.

UE – Restricciones de las importaciones de limones

69. En julio de 1993, la Argentina reclamó, en el Consejo del GATT, contra el sistema de precios de referencia y gravámenes compensatorios aplicado por la UE en virtud de su régimen de organización de mercados de la Comunidad para las frutas y las hortalizas;  esas medidas, que la Argentina juzgaba incompatibles con los artículos XI, XIII y X del GATT, afectaban a las exportaciones de limones de la Argentina.
  Tras una serie de consultas (párrafo 1 del artículo XXIII) iniciadas en junio de 1994 conforme al párrafo 4 de la Decisión de abril de 1989 sobre mejoras de las normas y procedimientos de solución de diferencias del GATT, este asunto se resolvió en 1996, en el contexto de las negociaciones con arreglo al párrafo 6 del artículo XXIV del GATT de 1994 sobre la adhesión de Austria, Finlandia y Suecia a la UE;  se ofrecieron a la Argentina, entre otras cosas, unas condiciones más flexibles en materia de precios de importación para los limones, las manzanas y las peras.

Hungría – Subvenciones a la exportación con respecto a los productos agropecuarios

70. En marzo de 1996, la Argentina y otros Miembros de la OMC reclamaron por el hecho de que Hungría no había cumplido los compromisos que le imponían el párrafo 3 del artículo 3 y la parte V del Acuerdo sobre la Agricultura, al otorgar subvenciones a la exportación con respecto a productos agropecuarios no especificados en la Sección II de la Parte IV de su Lista, así como subvenciones por encima de los niveles de compromiso en materia de desembolsos presupuestarios y cantidades especificados en la misma Lista.  En febrero de 1997, tras consultas infructuosas, se estableció un Grupo Especial a petición de la Argentina, Australia, los Estados Unidos y Nueva Zelandia.  En julio de 1997, las partes en la diferencia habían llegado de común acuerdo a una solución con arreglo a la cual Hungría había de solicitar la dispensa de determinadas obligaciones contraídas en el marco de la OMC;  en espera de la adopción de la dispensa, no se retiró la reclamación.

Otras reclamaciones

71. En diciembre de 1997, la Argentina (el Canadá y el Japón se sumaron en enero de 1998) pidió a los Estados Unidos la celebración de consultas sobre la administración de su contingente arancelario para las importaciones de maní (cacahuetes).

a) Intereses de terceros

Estados Unidos – Medidas que afectan a la importación y a la venta y utilización en el mercado interno de tabaco

72. En enero de 1994, después de celebrar consultas infructuosamente y atendiendo las reclamaciones del Brasil, el Canadá, Chile, Colombia, el Salvador, Guatemala, Tailandia y Zimbabwe, se estableció un Grupo Especial, con arreglo a lo dispuesto en el párrafo a) de la sección F de la Decisión de abril de 1989 sobre mejoras de las normas y procedimientos de solución de diferencias del GATT (IBDD 36S/61), para examinar las medidas aplicadas en relación con la importación, la venta y la utilización en el mercado interno de tabaco en los Estados Unidos;  la Argentina, Nueva Zelandia y la UE se sumaron más adelante como terceros interesados.
  La Argentina afirmó que esas medidas afectarían seriamente a sus exportaciones de tabaco a los Estados Unidos, mercado que en los dos años anteriores había absorbido casi el 40 por ciento de las exportaciones totales de tabaco de la Argentina.  Las ventas de la Argentina a los Estados Unidos fueron de 17.820 toneladas (o 45,8 millones de dólares EE.UU.) y de 15.568 toneladas (o 41,4 millones de dólares EE.UU.) en 1992 y 1993, respectivamente;  tales niveles representaron un considerable incremento con respecto a los registrados en años anteriores.

73. El Grupo Especial llegó a las siguientes conclusiones:

- el derecho de comercialización en el mercado interno (artículo 1106 a) de la Ley del Presupuesto de 1993) era una reglamentación cuantitativa interior incompatible con el párrafo 5 del artículo III;

- el derecho para enjugar el déficit presupuestario (artículo 1106 b) 1) de la Ley del Presupuesto de 1993) era un impuesto o carga interior incompatible con el párrafo 2 del artículo III;

- el derecho de eliminación de costos netos (artículo 1106 b) 2) de la Ley del Presupuesto de 1993) no era incompatible con el párrafo 2 del artículo III, y

- no había pruebas que demostraran que el artículo 1106 c) de la Ley del Presupuesto de 1993 (derechos de inspección del tabaco importado) exigiera imperativamente la adopción de medidas incompatibles con el apartado a) del párrafo 1 del artículo VIII.

74. El Grupo Especial recomendó que las medidas incompatibles se pusieran en conformidad con las obligaciones que incumbían a los Estados Unidos en virtud del Acuerdo General.

75. El informe del Grupo Especial fue presentado al Consejo del GATT, que lo adoptó en octubre de 1994.

Turquía – Medidas aplicadas a las importaciones de textiles y prendas de vestir

76. En febrero de 1996, la Argentina declaró en el Órgano de Solución de Diferencias que compartía las opiniones de otros reclamantes y que se reservaba sus derechos con respecto a las consultas sobre la conformidad de las medidas unilaterales relativas a las importaciones de textiles y prendas de vestir adoptadas en el contexto de la aplicación del acuerdo sobre la unión aduanera entre Turquía y la UE;  afirmó que tales medidas afectaban a las importaciones procedentes de la Argentina.
  En enero de 1998, todavía estaban pendientes esas consultas.

ii) Diferencias fuera del marco de la OMC

77. El Comité de Representantes de la ALADI sirve de marco para las consultas sobre el comercio.  Ese órgano formula propuestas para la solución de diferencias entre los miembros cuando no se observan las normas o principios del Tratado de Montevideo.  Hay unas comisiones bilaterales que se ocupan de los problemas, principalmente en la esfera de las medidas no arancelarias, que surgen en la aplicación de los acuerdos bilaterales de la ALADI.

78. El procedimiento de solución de diferencias del MERCOSUR, establecido inicialmente mediante el Protocolo de Brasilia para la Solución de Controversias de 1991 (en vigor a partir de abril de 1993), fue modificado y ampliado por el Protocolo de Ouro Preto de 1994.  Ese mecanismo para la solución de diferencias tiene tres etapas sucesivas:  i) la negociación directa, ii) la mediación de la Comisión de Comercio del MERCOSUR y, en el caso de que no se llegue a un consenso, el recurso al Grupo Mercado Común, y iii) el recurso a un tribunal arbitral (grupo de expertos), cuyas decisiones no son susceptibles de apelación.  En 1994 se decidió que la sede del Tribunal Arbitral del MERCOSUR se estableciese en Asunción (Paraguay), pero hasta mediados de 1996 todas las diferencias se habían resuelto mediante negociaciones directas (primera etapa);  por otra parte, en la Comisión Parlamentaria Conjunta del MERCOSUR se estudió en 1997 el establecimiento de un tribunal de justicia para resolver las diferencias comerciales.
  El primer caso formal de solución de controversias, planteado por una reclamación de una empresa papelera uruguaya por los derechos de importación aplicados por la Argentina, fue resuelto por las partes en abril de 1997.

79. En los acuerdos concertados por el MERCOSUR con Bolivia y Chile se establece un mecanismo para la solución de diferencias basado en la actuación de un grupo de expertos.

7) Marco de la política en materia de inversiones

80. Según la OCDE, el marco general de política de la Argentina ha sido un factor crítico para maximizar las ventajas obtenidas de las inversiones extranjeras directas (IED), y la política comercial ha sido de particular importancia.  La liberalización del comercio ha surtido efectos positivos sobre el volumen de las IED que han llegado al país, porque ha hecho que el mercado interno sea más dinámico y ha  permitido que las empresas importen insumos mejores o más baratos (lo que ha hecho viable la producción orientada a la exportación), y los acuerdos regionales o multilaterales concertados han tenido por resultado que esas exportaciones tropiecen con menos obstáculos en el extranjero.

81. Los cambios introducidos en el régimen de las inversiones extranjeras en la Argentina han sido un elemento clave para la apertura de la economía y para el éxito de la desregulación, privatización y modernización de los grandes sectores que tradicionalmente estaban controlados por el Estado.  La Argentina ha hecho considerables esfuerzos por liberalizar, reforzar y ampliar su marco para las inversiones, y ha tratado de que se introduzcan mejoras similares en los planos subregional y multilateral.

82. Las disposiciones de la Argentina por las que se regulan las inversiones extranjeras abarcan, en un solo texto, las medidas de liberalización adoptadas con arreglo a la Ley de Emergencia Económica y la Ley de Reforma del Estado, de 1989, así como a la anterior Ley de Inversión Extranjera (Ley 21382, modificada en 1980, 1989 y 1993);  otras disposiciones legislativas, destinadas específicamente a atraer las inversiones extranjeras, regulan el sector de la minería, y se están preparando disposiciones similares para el sector de los hidrocarburos (capítulo IV).

83. Sin aprobación previa de las autoridades, las empresas extranjeras pueden invertir en la Argentina, incluso para adquirir la plena propiedad de empresas nacionales, en pie de igualdad con las empresas nacionales en prácticamente todas las ramas de actividad.  No se aplica ninguna restricción al acceso de los inversionistas extranjeros a lo siguiente:  las fuentes de financiación local, las investigaciones financiadas con fondos públicos y las investigaciones subvencionadas, los programas de incentivos para el desarrollo económico, el mercado de divisas, las inversiones en valores públicos o en compañías que se coticen en bolsa en el país, la repatriación de capital y la transferencia de las ganancias obtenidas
, y la utilización de los fondos no repatriados.  No hay ninguna ley o reglamento que obligue a los inversionistas extranjeros a asociarse con personas físicas o jurídicas locales.  No hay impuestos discriminatorios retenidos en la fuente sobre los ingresos, y no hay impuestos que afecten a la remisión de los beneficios y los dividendos procedentes de capital extranjero.  No hay prescripciones en materia de resultados dirigidas específicamente a los inversionistas extranjeros.

84. Conforme a la legislación de 1993, las inversiones en la minería, incluyendo en minerales nucleares tales como el uranio y el torio, tienen garantizado lo siguiente:  la estabilidad de trato fiscal durante un plazo de 30 años
;  un trato cambiario y aduanero estable;  la exención de impuestos sobre los activos y sobre los beneficios procedentes de aportaciones de capital relacionadas con minas y con derechos de minería;  deducciones en concepto de gastos de prospección y exploración y de gastos de conservación del medio ambiente;  amortización acelerada, a los efectos del impuesto sobre la renta, en relación con las inversiones hechas en infraestructura y equipo para nuevas actividades de minería o para la ampliación de la capacidad de producción de las actividades existentes, y exención de derechos de importación (así como de la tasa de estadística que se aplicaba hasta principios de 1998) sobre el equipo y las piezas (capítulo III).
  Para tener derecho a ese trato, las personas físicas y las sociedades han de estar domiciliadas en la Argentina y han de estar inscritas en el Departamento Nacional de Minería.  Hay que presentar a ese Departamento una lista de los trabajos y los estudios que han de efectuarse, cuyo cumplimiento es comprobado (directa o indirectamente) por el Departamento todos los años.  Además, hay que presentar todos los años una declaración jurada acerca de las repercusiones de las actividades de la empresa sobre el medio ambiente.

85. En el sector agropecuario hay incentivos fiscales consistentes en moratorias, y en el sector de los vehículos automóviles se han tomado medidas en materia de inversiones relacionadas con el comercio (capítulos III y IV).

86. Los litigios en materia de inversión se dirimen en los tribunales locales o mediante procedimientos administrativos, así como mediante el arbitraje internacional.  Con arreglo a la Constitución, la expropiación sólo es posible por causa de utilidad pública y previo el pago de una indemnización apropiada de conformidad con las disposiciones de la ley.  Desde que se inició la aplicación del programa de reforma económica de 1989, no ha habido ninguna expropiación.  No está permitido confiscar la propiedad.

87. La Argentina es Miembro del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI) y del Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones (OMGI).  Las garantías del OMGI han cubierto recientemente riesgos concernientes a proyectos en la esfera de la construcción, la manufactura y la energía.
  En 1995, el OMGI garantizó los riesgos de transferencia de moneda y de expropiación en relación con un proyecto de carreteras de peaje que entrañaba una inversión de capital de la mayor empresa de construcción de Italia en Autopistas del Sol SA, de la Argentina (riesgo evaluado en 5 millones de dólares EE.UU.), así como con la expansión de unas instalaciones de textiles de algodón de la Argentina mediante una operación conjunta en la que una empresa estadounidense haría una inversión de capital (riesgo evaluado en 16,2 millones de dólares EE.UU.).  En 1996 se cubrieron los riesgos monetarios y los riesgos de guerra (evaluados en 2,2 millones de dólares EE.UU.) inherentes a unas inversiones destinadas a montar una pequeña central hidroeléctrica.

88. En abril de 1997, la Argentina subrayó su compromiso de favorecer las inversiones extranjeras directas y demostró su capacidad para cumplir las normas de la OCDE en esta esfera al pasar a ser el primer país latinoamericano no miembro de la OCDE que se adhirió a varios instrumentos de la OCDE en materia de inversiones con los mismos derechos y obligaciones que los países miembros de la OCDE..
  Previendo su adhesión a esos instrumentos, la Argentina obtuvo la condición de observador en el Comité sobre Inversiones Internacionales y Empresas Transnacionales, de la OCDE, que es el órgano encargado de vigilar la aplicación de los instrumentos;  como resultado de ello, ese Comité habrá de estudiar periódicamente las políticas de la Argentina en materia de inversión.  Asimismo ha participado como observador en las negociaciones para la preparación de un acuerdo multilateral sobre la inversión.  La Argentina también ha convenido en tomar medidas contra el soborno de funcionarios públicos extranjeros en relación con transacciones comerciales internacionales y en esforzarse por no autorizar la deducibilidad de los sobornos a tales funcionarios;  en este contexto, participa en el Grupo de Trabajo de la OCDE sobre el soborno en las transacciones comerciales internacionales.

89. En 1994 y 1995, la Argentina firmó los Protocolos sobre promoción y protección recíproca de inversiones en el MERCOSUR y de inversiones provenientes de Estados no partes en el MERCOSUR.
  Si bien ambos Protocolos tienen por finalidad crear unas condiciones favorables a la inversión en los países del MERCOSUR, el Protocolo sobre las inversiones procedentes del exterior está destinado a evitar las reglamentaciones conflictivas de las inversiones extranjeras directas en los diferentes países miembros del MERCOSUR;  sus disposiciones no se aplicarán al sector de los vehículos automóviles hasta el año 2000.  Esos Protocolos garantizan un trato justo, equitativo y nacional a los inversionistas extranjeros.  Con arreglo al Protocolo sobre las inversiones internas (que se aplica a las inversiones que tienen su origen en los países del MERCOSUR), se autoriza a establecer excepciones temporales al trato nacional en el caso de ciertas actividades, y la Argentina se ha reservado sus derechos al respecto.  El Protocolo sobre las inversiones internas también prohíbe expresamente la utilización de prescripciones en materia de contenido nacional y de resultados en materia de exportación;  como se ha indicado más arriba, el sector del automóvil no está sometido a tales condiciones.

90. Desde el anterior Examen de la Política Comercial, ha aumentado considerablemente el número de los tratados bilaterales de promoción y protección de las inversiones concertados por la Argentina;  en la actualidad están en vigor 37 de tales tratados, concluidos principalmente con países europeos y americanos y con algunos países asiáticos, y están pendientes de ratificación otros diez tratados.  Además, en 1993 se firmó y aplicó un acuerdo interinstitucional con el Taipei Chino.  Por otra parte, están en vigor 33 acuerdos bilaterales contra la doble tributación (19 de los cuales tratan de la imposición relacionada con los transportes) y/o la evasión fiscal.  La Argentina también tiene concertado un amplio acuerdo seguros con la Corporación de Inversiones Privadas en el Extranjero, de los Estados Unidos, que cubre a los inversionistas estadounidenses contra riesgos políticos tales como los controles de cambios, la guerra y los motines, así como otros riesgos, siempre que el proyecto de inversión tenga la aprobación de las autoridades;  asimismo permite el arbitraje internacional de las diferencias sobre inversiones.

91. En la Argentina no hay ningún control de las entradas o salidas de capital.

92. La Secretaría de Industria, Comercio y Minería del MEOSP es el organismo que se encarga de la reglamentación de las inversiones extranjeras y de la aplicación de la legislación sobre esas inversiones.  En agosto de 1993, el sector público y el sector privado fundaron, en colaboración, la Fundación Invert-Ar Argentina, institución del sector privado, que fomenta las inversiones en la Argentina.  Esa institución presta asesoramiento a los inversionistas nacionales y extranjeros, difunde información sobre las oportunidades de inversión y organiza campañas, seminarios y conferencias al respecto.

93. Desde octubre de 1997, en el contexto del Grupo de Trabajo sobre la Relación entre Comercio e Inversiones, la Argentina ha señalado ciertos problemas que se deben a la falta de coherencia y al limitado alcance de las disposiciones relativas a inversiones que figuran en los Acuerdos de la OMC;  el éxito que ha tenido la Argentina al atraer IED en los últimos años y las razones de ese éxito se analizan en los documentos de antecedentes preparados por la Secretaría de la OMC para su utilización en el Grupo de Trabajo.

� Con anterioridad, no era posible reelegir al Presidente;  la enmienda relativa a la reelección, introducida en la Constitución de 1994, hizo posible que el Presidente Menem se presentase a un segundo mandato en 1995 (EIU, 1996a, página 7, y EIU, 1997b, página 6).  A principios de 1997 se presentó al Congreso un proyecto de ley por el que se enmendarían las disposiciones constitucionales a fin de permitir la reelección por un tercer mandato consecutivo (Latin American Weekly Report, 18 de febrero y 25 de noviembre de 1997 y 13 de enero de 1998).





�  Europa Publications Limited (1995);  EIU (1996a), página 7, y EIU (1996b), página 4.





�  Latin American Weekly Report, 16 de diciembre de 1997;  Ley 24937, de 10 de diciembre de 1997, y Decreto 1469/97, de 30 de diciembre de 1997.





� Clarín digital, 16 de julio de 1997;  Ámbito Financiero, 22 de julio de 1997;  La Nación Line, 16 y 22 de julio de 1997;  Latin American Weekly Report, 18 de noviembre y 9 de diciembre de 1997, y Latin America Economy & Business, diciembre de 1997.





� Los tribunales provinciales tienen su propia Corte Suprema y un sistema de tribunales subsidiarios;  se ocupan de los asuntos que se limitan a las provincias (Europa Publications Limited, 1995).





� Párrafo 4 del artículo 99 de la Constitución;  EIU (1996a), páginas 7 y 8;  EIU (1996b), página 4;  EIU (1997b), página 4, y Europa Publications Limited (1995).





� EIU (1996b), página 4.  La Argentina tiene 23 provincias, un distrito federal autónomo (la Capital Federal, Buenos Aires) y las islas del Atlántico Sur.





� Price Waterhouse (1995).





� Banco Mundial (1996b), página 7, y Banco Mundial (1996c).





� Latin American Weekly Report, 3 de octubre de 1996.





� Tales decretos han de ser sancionados por la Comisión Bicameral Permanente del Congreso (artículo 100 de la Constitución).





� GATT (1992) y Europa Publications Limited (1995).





� Artículos 76 y 99 de la Constitución.





� Latin American Regional Reports-Southern Cone, 4 de marzo y 15 de abril de 1997;  Latin American Economy & Business, números de abril y agosto de 1997;  Latin AmericanWeekly Report, números de 1º de enero, 7 de enero, 14 de enero, 21 de enero y 9 de diciembre de 1997, y El País, diario uruguayo, 18 de diciembre de 1997.





� EIU (1996a), página 7.





� Ley 22250, de 12 de marzo de 1992;  Decreto 660/96, publicado el 28 de junio de 1996.





� En 1998, el MEOSP tenía la Secretaría de Programación Económica, la Secretaría de Coordinación, la Secretaría de Hacienda, la Secretaría de Industria, Comercio y Minería, la Secretaría de Servicios y Obras Públicas y la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación (Decreto 660/96, publicado el 28 de junio de 1996).





� Le Monde, 11 de octubre de 1996;  La Nación Line, 15 de julio de 1997;  Decreto 1156, de 14 de octubre de 1996;  Decreto 1589, de 19 de diciembre de 1996, y Decreto 618/97, de 10 de julio de 1997.





� Se afirma que esos frecuentes cambios han tenido efectos negativos sobre el potencial de exportación y de inversión, ya que la incertidumbre ha afectado a la rentabilidad de las exportaciones y de las inversiones y ha hecho que resulten más valiosas las actividades encaminadas a la obtención de una renta (Banco Mundial (1996b), página 43).





� Capítulo IV y NU/CEPAL (1997), página 35.





� Ley 24425, de 7 de diciembre de 1994, y documento WT/L/113/Rev.6, de 5 de diciembre de 1996, de la OMC.





� Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto;  exposición hecha a las autoridades de la provincia de Córdoba por el Sr. Néstor  Stancanelli sobre Los resultados de la Ronda Uruguay del GATT en mayo de 1994.





� Documento WT/MIN(96)/ST/4, de 9 de diciembre de 1996, de la OMC.





� Documentos WT/MIN(98)/ST/21, de 18 de mayo de 1998, y WT/MIN(98)/ST/97, de 20 de mayo de 1998, de la OMC.





� Documentos TRE/5, de 4 de junio de 1992, TRE/7, de 30 de octubre de 1992, y TRE/10, de 6 de abril de 1993, del GATT;  documento WT/CTE/W/24, de 20 de marzo de 1996, de la OMC.





� Documento WT/GC/M/28, de 8 de mayo de 1998, de la OMC.





� Se dan detalles al respecto en el documento WT/L/263, de 21 de abril de 1998, de la OMC.





� Las Normas Nacionales también han de publicarse en los boletines oficiales de las provincias.





� Comentando el rango del Acuerdo de Marrakech en el ordenamiento jurídico argentino, las autoridades de la Argentina confirmaron a la OMC las garantías sobre la primacía de los tratados internacionales y del derecho internacional con respecto a la legislación nacional (excepto la Constitución) (documento G/SG/W/139, de 19 de marzo de 1996, de la OMC).  El párrafo 22 del artículo 75 de la Constitución dispone que los tratados tienen jerarquía superior a la legislación nacional y a la jurisprudencia (1992).





� GATT (1992).





� Este tipo de obligación, adoptada originalmente en noviembre de 1979 y reiterada en la parte I de la Decisión Ministerial de la OMC relativa a los procedimientos de notificación (el 15 de diciembre de 1993), abarca la adopción de cualquier medida comercial.





� Documentos TCA/W/1, de 4 de noviembre de 1996, y WT/L/247, de 26 de noviembre de 1997, de la OMC.





� MEOSP (Secretaría de Industria, Comercio y Minería, estimaciones) basadas en las solicitudes de expedición de certificados de origen.





� Comisión Nacional de Comercio Exterior (1996), página 107;  y OMC (1995).





� No todos los países latinoamericanos son miembros de la ALADI;  los países de la ALADI (es decir, la Argentina, Bolivia, el Brasil, Colombia, Chile, el Ecuador, México, el Paraguay, el Perú, el Uruguay y Venezuela) son también Miembros de la OMC y, excepto el Ecuador, cada uno de ellos ha sido objeto de al menos un examen de las políticas comerciales.





� ALADI/AR.PAR/4, de 1º de agosto de 1990, Acuerdo de alcance regional Nº 4 y Protocolo de enmienda de 12 de marzo de 1987.  Los países se clasifican en tres categorías:  países más adelantados, países en fase intermedia de desarrollo y países menos adelantados.  La Argentina forma parte de los países miembros de la ALADI más adelantados.  Los países que ocupan un lugar alto en la clasificación han de conceder más ventajas que los que se encuentran en un lugar más bajo y han de esforzarse por otorgar más preferencias a los países menos adelantados en relación con los productos cuya exportación presenta especial interés para ellos en el contexto de la Preferencia Arancelaria Regional (PAR).  Además de la PAR, los Acuerdos regionales de apertura de mercados a favor de los países menos adelantados miembros de la ALADI, acuerdos que se basan en la no reciprocidad y en la cooperación, disponen la eliminación inmediata de todas las restricciones arancelarias y no arancelarias aplicadas a las importaciones de ciertos artículos (especificados en cada acuerdo entre el donante y el beneficiario) en los mercados de otros países miembros de la ALADI.  La Argentina es signataria de los Acuerdos regionales de apertura de mercados Nos 1, 2 y 3 a favor de Bolivia, el Ecuador y el Paraguay respectivamente.





� Documento WT/COMTD/1/ Add.4/Rev. 1, de 11 de abril de 1997, de la OMC, página 21.





� Véanse una lista de sectores en el documento WT/COMTD/7, de 30 de septiembre de 1996, de la OMC, y el documento ALADI/SEC/di 971, de 14 de julio de 1997, de la ALADI.





� Los informes de la ALADI al GATT y a la OMC figuran en los documentos L/6946, de 20 de diciembre de 1991, L/6985, de 5 de marzo de 1992, y L/6985/Add.1, de 9 de abril de 1992, del GATT, y en los documentos WT/COMTD/7, de 30 de septiembre de 1996, y WT/COMTD/11, de 8 de octubre de 1997, de la OMC.





� Acuerdo de Complementación Económica Nº 18.





� Reuters, 14 de diciembre de 1997, y Latin American Weekly Report, 18 de noviembre de 1997.





� Documento WT/REG/M/15, de 13 de enero de 1998, de la OMC.





� Se podrá hallar más información al respecto en el próximo Examen de la Política Comercial del Uruguay.





� La Argentina y el Uruguay, al haber notificado a la OMC sus medidas en materia de comercio e inversiones en relación con el sector de los vehículos automóviles antes de la puesta en práctica de los Acuerdos de la OMC, se benefician del período de transición previsto en el Acuerdo sobre las MIC;  así pues, sus regímenes actuales pueden permanecer en vigor hasta el 31 de diciembre de 1999 (documento G/L/68, de 6 de marzo de 1996, de la OMC).





� Declaraciones hechas por el Presidente Menem de la Argentina y por el Ministro de Hacienda del Brasil (Pedro Malan), y debates habidos en una reunión interministerial celebrada en el Brasil a principio de 1997 (Latin American Weekly Report, 10 de junio de 1997;  Wall Street Journal, 21 de julio de 1997, y Reuters, 15 de diciembre de 1997).





� Dow Jones Newswires, 20 de febrero de 1998.





� MEOSP/Secretaría de Agricultura, Pesca y Alimentación (1996), página 11.





� Latin American Regional Reports - Southern Cone, 27 de diciembre de 1996.





� Journal of Commerce, 13 de septiembre de 1997, La Nación Line, 13 de septiembre de 1997.





� Documento WT/COMTD/1/Add.4/Rev.1, de 11 de abril de 1997, de la OMC.





� Yeats (1997).





� En este período, las importaciones efectuadas por países del MERCOSUR de otros países del MERCOSUR aumentaron a un promedio anual del 26 por ciento en dólares EE.UU., en tanto que las importaciones procedentes de otros países crecieron a un 18 por ciento;  el comercio de la UE con el MERCOSUR se ha estancado en ecus, al tiempo que ha crecido en dólares EE.UU. (OMC, 1997).





� Se registró un crecimiento de más del 70 por ciento en la parte correspondiente a las importaciones procedentes del MERCOSUR de categorías de productos tales como las grasas animales y vegetales, el carbón, el gas, los productos médicos, los productos de cuero, las máquinas de oficina y el equipo de tratamiento de datos, las máquinas herramienta y el calzado (División de Estadística de las Naciones Unidas, Base de Datos COMTRADE).





� Capítulos III y IV de este informe;  Banco Mundial (1996b), páginas 21 y 42;  Latin American Regional Reports-Brazil, 11 de marzo de 1997;  El País, 23 de febrero de 1998.





� La Nación Line, 28 y 30 de marzo de 1998.





� Anexo 12 del documento WT/COMTD/7, de 30 de septiembre de 1996, de la OMC.





� WT/DS56/R, de 25 de noviembre de 1997.  El Grupo Especial decidió no estudiar si los derechos específicos mínimos aplicados al calzado eran compatibles con el Acuerdo sobre la OMC;  esos derechos fueron revocados el 14 de febrero de 1997 (WT/DS56/AB/R, de 27 de marzo de 1998, y capítulo III de este informe).





� Cuando se apela al Órgano de Apelación contra el informe de un grupo especial, el Órgano de Solución de Diferencias no considera ese informe para su adopción hasta que haya concluido la apelación.





� WT/DS56/AB/R, de 27 de marzo de 1998, y WT/DS56/11, de 23 de abril de 1998.





� Documento WT/DS56/14, de 7 de julio de 1998, de la OMC.





� Documentos WT/DS77/4, de 7 de enero de 1998, y WT/DS77/4/Corr.1, de 20 de enero de 1998, de la OMC.





� Documentos WT/DS121/1, de 8 de abril de 1998, WT/DS121/2, de 8 de abril de 1998, WT/DS123/1, de 27 abril de 1998, y WT/DS123/2, de 13 de mayo de 1998, de la OMC.





� Documento DS35/1, de 7 de diciembre de 1992, del GATT.





� Documento DS36/1, de 6 de enero de 1993, del GATT.





� Documento DS50/1, de 11 de abril de 1994, del GATT.





� Documentos DS 34/1, de 18 de septiembre de 1992, y C/M/260, de 26 de noviembre de 1992, del GATT, y GATT (1992).  Las reclamaciones de la Argentina se basaban en la vigilancia del cumplimiento por la UE de las recomendaciones del Grupo Especial, que en 1990 había instado a la UE a que corrigiese la anulación y menoscabo de las ventajas resultantes de las consolidaciones arancelarias; esa situación se debía a la introducción de un régimen de primas y subvenciones abonadas a los elaboradores y a los productores de semillas oleaginosas y proteínas conexas destinadas a la alimentación animal.  La Argentina había participado como demandante en las actuaciones de ese Grupo Especial (documento C/M/256, de 29 de mayo de 1992, del GATT).





� Documentos C/M/259, de 22 de octubre de 1992, y C/M/260, de 26 de noviembre de 1992, del GATT.





� Documentos C/M/265, de 16 de agosto de 1993, DS 45/2, de 28 de junio de 1994, C/M/273, de 12 de julio de 1994, y C/M/275, de 24 de octubre de 1994, del GATT.





� Documento G/L/65/Rev.1/Add.2, de 21 de octubre de 1997, de la OMC.


� Documentos WT/DS111/1, de 8 de enero de 1998, WT/DS111/2, de 22 de enero de 1998, y WT/DS111/3, de 22 de enero de 1998, de la OMC.





� Documento DS/44/R, de 12 de agosto de 1994, del GATT, y GATT (1996), página 44.





� Documento DS/44/8, de 11 de febrero de 1994, del GATT





� Documento WT/DSB/M/11, de 16 de marzo de 1996, de la OMC.





� Mexico & NAFTA Report, 8 de julio de 1997.





� Comunicación e intervención de la OCDE en la reunión de marzo de 1998 del Grupo de Trabajo sobre la Relación entre Comercio e Inversiones, de la OMC (documentos WT/WGTI/W/26, de 23 de marzo de 1998, y WT/WGTI/M/4, de 5 de junio de 1998, de la OMC).





� Decreto-Ley 1853, de 8 de septiembre de 1993;  Departamento de Comercio de los Estados Unidos (1996), United States Department of Commerce/National Trade Data Bank and Economic Bulletin Board, Country Diversification and Defense Market Assessment Guides Country Profile:  Argentina, FMI (1996);  Price Waterhouse (1995).





� Las autoridades pueden suspender el derecho a repatriar los beneficios y el capital invertido en caso de graves problemas de balanza de pagos;  en ese supuesto, las autoridades pueden expedir instrumentos de la deuda pública exterior, en divisas, para cubrir las cantidades que los inversionistas extranjeros registrados deseen repatriar como beneficios (Comisión de las Comunidades Europeas, 1997).





� Las provincias que se adhieran a este régimen legal y que perciban regalías o decidan percibir regalías no pueden imponer una cantidad superior al 3 por ciento del "valor en bocamina" del mineral extraído.





� Ley 24196/93, Ley 24296, de 7 de diciembre de 1993, y Decreto 2686, de 28 de diciembre de 1993.  Se excluyen las actividades relacionadas con los gases líquidos y los hidrocarburos, el proceso industrial de fabricación de cemento por calcinación o por procesos similares, el proceso industrial de fabricación de cerámica y la arena, los cantos y la grava destinados a la industria de la construcción.





� Europa Publications Limited (1995);  Departamento de Comercio de los Estados Unidos (1996).





� MIGA News, números de primavera y verano de 1995 y de primavera y otoño de 1996.





� Documento WT/WGTI/W/4, de 7 de agosto de 1997, de la OMC.  Tales instrumentos incluyen la Declaración de la OCDE sobre Inversiones Internacionales y Empresas Transnacionales, la Recomendación de 1994 sobre el soborno en las transacciones comerciales internacionales, y la Recomendación de 1996 sobre la prohibición de la deducibilidad fiscal de los sobornos de funcionarios públicos extranjeros.  La Declaración de la OCDE sobre Inversiones Internacionales y Empresas Transnacionales exige que los signatarios concedan el trato nacional, da unas directrices sobre el buen comportamiento de las empresas transnacionales, regula la transparencia, las consultas y los procedimientos de revisión en relación con los incentivos y desincentivos a la inversión, y establece un enfoque basado en la cooperación para evitar o minimizar el establecimiento de prescripciones conflictivas a las empresas transnacionales.





� OCDE (1997);  Decisiones 11/93 y 11/94 del MERCOSUR, y documento WT/WGTI/W/22, de 26 de enero de 1998, de la OMC.





� Documentos WT/WGTI/M/2, de 10 de noviembre de 1997, y WT/WGTI/W/26, de 23 de marzo de 1998, de la OMC.








